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JUICIO ORAL NUM. 141/2022

Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2

de Novelda. 

(P.A. núm. 98/2020)

Enrique López Tébar, Magistrado Titular del Juzgado de lo Penal número Tres
de Alicante, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA N  ÚM.103/2024  

En Alicante, a veintiocho de febrero del año dos mil veinticuatro. Vistas las
precedentes  actuaciones  de  Juicio  Oral  núm.  141/2022,  dimanantes  de  las
Diligencias Previas núm. 98/2020, del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 2 de Novelda, seguidas por un delito de abandono de familia en su modalidad
de impago de pensiones, en las que aparece como  acusado 

, con DNI nº , nacido el , en , hijo
de  y de , en situación de libertad por esta causa, defendido por el
Letrado Sr. Don Alberto Martínez Alcalá y representado por la Procuradora Sra.
Doña Mercedes Almodóvar González; y,  el Ministerio Fiscal representado por el
Iltmo. Sr. .

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Los presentes autos se iniciaron con motivo de denuncia que
dio lugar a la incoación de Diligencias Previas las cuales fueron seguidas por sus
trámites,  previa  calificación  provisional  de  las  partes,  hasta  la  celebración  del
correspondiente juicio oral en este Juzgado de lo Penal.

   SEGUNDO.-  Por  el  Ministerio  Fiscal, en  su  escrito  de  acusación
presentado  en  trámite  de  conclusiones  provisionales,  se  calificaron  los  hechos
como constitutivos de un delito de impago de pensiones previsto y penado en el
artículo  227.1  y  3 y  228 del  Código Penal,  siendo el  responsable  acusado en
concepto  de  autor,  sin  la  concurrencia  de  circunstancias  modificativas  de  la
responsabilidad criminal, solicitando se le impusiera por el delito la pena de ocho
meses de multa a razón de una cuota diaria de seis euros, y costas, y en el orden
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civil  la  condena  del  acusado  a  indemnizar  a   como
representante legal de su hijo en la cantidad de 3600 € así como las cantidades
adeudadas hasta el momento del juicio oral, con intereses legales. En trámite de
conclusiones definitivas, el Ministerio Fiscal las elevó a definitivas.

TERCERO.- Por  el  Letrado  defensor  del  acusado en  su  escrito  de
defensa,  se  solicitó  la  libre  absolución  de  su  patrocinado,  con  todos  los
pronunciamientos favorables; que elevó a definitivas en el correspondiente trámite
procesal. 

HECHOS PROBADOS

Único.- Tras la práctica de la prueba en el acto del juicio oral, se considera
probado y así se declara que el acusado  en virtud de
sentencia 2012 dictada en el procedimiento de guardia, custodia y alimentos

/2012 de fecha 17 de julio de 2012 dictada por el juzgado de primera instancia
e instrucción número tres de Novelda, venía obligado a abonar a 

 en concepto de pensión alimenticia en favor de su hijo  la cantidad
mensual de 200 € y la mitad de los gastos extraordinarios, no abonando los meses
de mayo, julio, septiembre al diciembre de 2019, así como los meses de enero a
diciembre 2020, sin que por el contrario haya quedado probado que el acusado
incumpliera  la  mencionada  resolución  teniendo  capacidad  económica  para
cumplirla.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- Sobre  la  prueba  de  los  hechos  y  su  valoraci  ón  .  1.1. Hechos
probados y consecuencias jur  ídicas, en el orden penal, derivadas de los mismos  . 1.

Partiendo de  los  hechos  declarados probados no es  posible  atribuir  a  
 la comisión del delito de abandono de familia previsto y penado

en  el  artículo  227.1  y  3  y  228  del  Código  Penal  por  el  que  se  le  acusa
exclusivamente.

2. Con carácter previo a entrar a analizar la concurrencia de tales requisitos, y
por exigencias de lo dispuesto en el artículo 120.3 de la Constitución, es preciso
explicitar las razones de haber declarado probados tales hechos, y de este modo
dar cumplida satisfacción a la exigida motivación fáctica de la sentencia.

2.1. El  acusado   tras  ser  informado  de  sus
derechos constitucionales declara que conocía la obligación de pagar la pensión,
que en 2019 trabajo muy poco y luego se rompió la rodilla, que cobró algo de paro
pero  no  tenía  ni  para  llegar  a  final  de  mes,  ya  que  tenía  que  hacer  frente  al
préstamo de una vivienda y de un coche para ir a trabajar, que no tenía ni para
comer, que actualmente está al corriente del pago de la pensión y que pagó lo
adeudado en cuanto pudo haciendo un gran esfuerzo para ello, que además tuvo
un accidente de trabajo que le ha dejado una minusvalía que le dificulta encontrar
trabajo y tiene dos hijos más con su actual pareja ya en aquel año.

2.2. La testigo  declara  debidamente
juramentada que  es su nieto y tiene poderes de su hija para hacerse cargo
del menor cuando ella no está, que el acusado ingresaba la pensión en la cuenta y
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su hija le decía lo que tenía que hacer, que el acusado dejó de pagar en 2019 unos
meses pero luego lo pagó todo, que no reclama nada que fue algo puntual, que
sabe por su nieto que no podía pagar por distintos problemas.

2.3.  La testigo  declara debidamente juramentada
que el acusado está al corriente del pago de la pensión, que se produjo un impago
puntual  y enseguida pago,  que sabe que se rompió la rodilla  y que tuvo otros
problemas laborales.

2.4. La documental relativa al averiguación de bienes y rentas del penado ha
sido dada por reproducida sin haber sido impugnada por ninguna de las partes.

Valorando la prueba practicada en el acto del juicio, procede recordar que el
delito  previsto  en  el  artículo  227  es  de  omisión,  exigiendo  los  siguientes
presupuestos que se reflejan en una reiterada Jurisprudencia:

1.-  Que  una  resolución  judicial  establezca  la  obligación  de  prestación
económica, y que dicha resolución sea dictada dentro de los procesos a los que el
tipo  penal  hace  referencia  (aprobando  un  convenio  o  en  los  de  separación,
divorcio, nulidad, sobre filiación o sobre alimentos, en este caso circunscrito a los
exigidos a favor de hijos).

2.- La no realización del pago de esa prestación, en los tiempos y cuantía
que el tipo penal refleja.

3.- La posibilidad de que dicho pago pueda ser realizado por el obligado sin
que, sin embargo, se requiera una situación de necesidad por parte del que tiene
derecho a la prestación ni que se derive para éste, perjuicio alguno diverso del de
la no percepción de la prestación, tratándose de un delito de mera inactividad.

4.-  El  conocimiento  de  la  resolución  judicial  unido  a  la  voluntad  de  no
realizar  el  pago,  cuya  voluntad  se  estima  ausente  en  los  supuestos  de
imposibilidad de hacer efectiva la prestación, lo que le aleja del reproche de delito
que instaure la prisión por deudas.

Este elemento subjetivo es, generalmente, el de más difícil prueba, porque
exige investigar en la esfera interna del sujeto activo. En este ámbito se carecerá
habitualmente de prueba directa, teniendo que recurrir a prueba indiciaria de la que
se pueda inferir la voluntad de aquél renuente al pago.

Esta vertiente subjetiva, a diferencia de la objetiva, es más difícil de probar,
pues no aparece exteriorizada mediante un comportamiento sino que es precisa
deducirla de un comportamiento externo. Ya señaló el Tribunal Constitucional que
los  elementos  subjetivos  del  delito  normalmente  pueden  fijarse  mediante  un
proceso de inducción, que no implican presunción, sino su acreditación con arreglo
a  las  reglas  de  la  lógica  a  partir  de  unos  hechos  acreditados.  Llamados
doctrinalmente  juicios  de  inferencia,  resultan  de  los  hechos  externos  y  son
susceptibles  de  impugnación  cuando  su  conclusión  no  resulte  ilógica  o  sea
contraria a las normas de la ciencia o de la experiencia".

3



2.2. En este caso concurren los presupuestos jurisprudenciales reseñados
con anterioridad para apreciar la concurrencia del tipo penal objeto de acusación
en cuanto a sus elementos objetivos, ya que el acusado dejó de pagar más de dos
meses consecutivos y cuatro no consecutivos la pensión en los años 2019 y 2020.
Sin embargo, no aparece tan clara la concurrencia del elemento subjetivo de no
abonar  el  acusado  las  pensiones  de  manera  voluntaria  teniendo  capacidad
económica para hacerlo.

El material probatorio de cargo para acreditar la capacidad económica del
acusado se circunscribe a la vida laboral del acusado, que no trabaja en España
desde  el  año  2008.  El  acusado  alega  como razones  del  impago  que  dejó  de
trabajar y se rompió una pierna y que con los trabajos parciales que realizaba no
llegaba a final de mes, que ya en aquel entonces tenía que mantener a su actual
mujer  que  también  estaba  en  paro  y  a  sus  dos  nuevos  hijos,  problemas  o
dificultades  cuya  existencia  ratifican  tanto  la  denunciante  como  su  progenitora
materna, declarando ambas que el acusado en cuanto pudo se puso al corriente
del pago de la pensión.

Este hecho de pagar las pensiones atrasadas en cuanto pudo el acusado
viene a demostrar que no tenía capacidad de pago en los meses en que dejó de
abonar la pensión, ya que en cuanto tuvo esa capacidad procedió al abono de las
mismas, sin que la denunciante reclame nada en el acto del juicio, de manera que
no concurre el elemento subjetivo de dejar de pagar la pensión pudiendo hacerlo
por tener capacidad económica para ello.

3. Por cuanto antecede, y a efectos de formar la convicción judicial (art. 741
LECrim),  surgen  bastantes  dudas  –por  las  razones  arriba  expuestas-,  que,  en
virtud del principio  in dubio pro reo, nos determinan hacia la solución absolutoria
(Confr, entre otras, SSTS [Sala 2ª] de 1 de diciembre de 1995 [RJ 1995\9054], 27
de diciembre de 1995 [RJ 1995\9553] y 21 de mayo de 1996 [RJ 1996\4538], entre
otras muchas). 

SEGUNDO.- Costas.  En  cuanto  a  las  costas,  al  dictarse  sentencia
absolutoria, y conforme al artículo 123 del Código Penal de 1995, interpretado “a
sensu contrario”, en relación con el artículo 240.1º de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, procede declarar de oficio las mismas.  

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación

F A L L O

Que debo absolver y absuelvo a , por los hechos
objeto de estas diligencias, con declaración de las costas de oficio. 

Notifíquese  la  presente  al  Ministerio  Fiscal  y  demás  partes  personadas,
haciéndoles saber que la misma no es firme, siendo susceptible de RECURSO DE
APELACIÓN, a que se refiere el artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
a  interponer  ante  este  Juzgado  de  lo  Penal,  y  para  ante  la  Ilma.  Audiencia
Provincial de Alicante dentro del plazo de DIEZ DÍAS hábiles, a partir del siguiente
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al de su notificación, mediante escrito que ha de reunir los requisitos previsto en el
citado precepto.

Expídase testimonio literal  de la presente, que se unirá a los autos de su
razón, y el original pase a integrarse en el libro de sentencias a que se refiere el
artículo 266 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Así, por esta Sentencia, lo pronuncia, manda y firma el Iltmo. Sr. 
, Magistrado Titular del Juzgado de lo Penal número Tres de Alicante.

E/.

PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL.- Se advierte expresamente a
todas las partes, testigos, peritos y demás personas que sean receptoras de la presente
resolución, que deben guardar absoluta confidencialidad de todos los datos de carácter
personal obrantes en la misma, quedando prohibida la transmisión de dichos datos o su
comunicación  por  cualquier  medio  o  procedimiento  de  los  mismos  debiendo  ser
trasladados para los fines propios de la Administración de Justicia, de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre, de Protección de datos de
carácter  personal,  y  su  Reglamente  aprobado  por  Real  Decreto  1720/2007,  de  21  de
diciembre, bajo apercibimiento de incurrir en las responsabilidades administrativas, civiles
y penales a que haya lugar en su caso. 
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